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Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México, el diez de diciembre de dos mil veinticinco.
[bookmark: _Hlk208947965][bookmark: _GoBack]VISTOS los expedientes formados con motivo de los Recursos Revisión 09522/INFOEM/IP/RR/2025 y 09523/INFOEM/IP/RR/2025 acumulados, promovidos por XXXXXX XXXXXX XXXXXXX, a quien en lo subsecuente se le denominará LA PARTE RECURRENTE, en contra de las respuestas de la Secretaría de Finanzas que en lo sucesivo se denominará EL SUJETO OBLIGADO, se emite la presente Resolución con base en los Antecedentes y Considerandos que se exponen a continuación:
[bookmark: _Toc215742345]ANTECEDENTES
[bookmark: _Toc215742346]DE LAS SOLICITUDES DE INFORMACIÓN
[bookmark: _Toc215742347]a) Solicitudes de información.
El veintitrés de junio de dos mil veinticinco, LA PARTE RECURRENTE presentó las solicitudes de acceso a la información pública ante el SUJETO OBLIGADO, a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX). Dichas solicitudes quedaron registradas con los números de folio 00530/SF/IP/2025 y 00532/SF/IP/2025, requiriendo la siguiente información:
00530/SF/IP/2025

“solicito copia simple digitalizada a traves del sistema electrópnico saimex de los comprobantes de pago realizados mediante transferencia electrónica y cheque con recursos del presupuesto de egresos del año 2024 de la OFICIALIA MAYOR.” Sic.

00532/SF/IP/2025
“solicito copia simple digitalizada a traves del sistema electrópnico saimex de los comprobantes de pago realizados mediante transferencia electrónica y cheque con recursos del presupuesto de egresos del año 2024 de la CONSEJERÍA JURÍDICA.”

Modalidad de entrega: a través del SAIMEX.

[bookmark: _Toc171416556][bookmark: _Toc215742348]b) Turno de la solicitud de información
En cumplimiento al artículo 162 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, el catorce de julio de dos mil veinticinco el Titular de la Unidad de Transparencia del SUJETO OBLIGADO turnó las solicitudes de información al servidor público habilitado que estimó pertinente.

[bookmark: _Toc215742349]c) Respuestas del Sujeto Obligado.
De las constancias que obran en los expedientes electrónicos del SAIMEX relacionados con el presente estudio, se aprecia que el catorce de julio de dos mil veinticinco, EL SUJETO OBLIGADO dio respuesta a las solicitudes de información en el tenor siguiente: 
Folio de la Solicitud: 00530/SF/IP/2025
Folio Recurso de Revisión: 09523/INFOEM/IP/RR/2025

“En respuesta a la solicitud recibida, nos permitimos hacer de su conocimiento que con fundamento en el artículo 53, Fracciones: II, V y VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, le contestamos que:

Sobre el particular, sírvase encontrar en archivo adjunto copia del oficio de notificación número 20700004S/UT-1362/2025 mediante el cual se detalla lo referente a su solicitud, así como el acuerdo de clasificación número CT-2025-0142 emitido por el Comité de Transparencia de este Sujeto Obligado.

ATENTAMENTE
Lic en Sociología Mario David Lugo Delgadilo” Sic.

Cabe señalar que EL SUJETO OBLIGADO adjuntó a su respuesta los documentos electrónicos que se describen:
· SOLICITANTE 00532.pdf.- Oficio número 20700004S/UT-1361/2025 de fecha 11 de julio de 2025, suscrito por el jefe de la Unidad de Información, Planeación, Programación y Evaluación y Titular de la Unidad de Transparencia de la Secretaría de Finanzas, dirigido al solicitante, en el que indicó que en archivo adjunto encontrará las respuestas emitidas por la servidora pública habilitada de la Subsecretaría de tesorería y de la Contaduría General Gubernamental.
· 00530 SST.pdf.- Oficio número 20705001000000S /411/2025 de fecha 30 de junio de 2025, suscrito por la Jefa de la Unidad de Apoyo Técnico Financiero, en el que indicó que mediante similar, se solicitó a la Dirección General de Tesorería, remitir respuesta a la solicitud de información, a esta Unidad de Apoyo, en razón de las funciones que en esta materia le confiere el Manual General de Organización de la Secretaría de Finanzas, quien indicó mediante oficio número 207051A00000000/536/2025, de fecha 24 de junio de 2025 lo siguiente:
“...que, en los archivos de la Dirección General de Tesorería, no se encuentran los comprobantes de los pagos realizados mediante transferencia electrónica y cheque con recursos del presupuesto de egresos del año 2024 de la OFICIALÍA MAYOR.
Lo anterior, de conformidad a lo que establece el numeral… del Manual General de Organización de la Secretaría de Finanzas,…
	
20705101000000L CAJA GENERAL DE GOBIERNO
-Supervisar que se entreguen a la Contaduría General Gubernamental los soportes documentales de los pagos efectuados mediante cheque o transferencia electrónica, así como el reporte de pagos emitido por el Sistema Integral de Tesorería.”
…” Sic.

· 00530 Cont Gral Gub.pdf.- Oficio No. 20704002040000L/178/2025 de fecha 03 de julio de 2025, suscrito por la Servidora Pública Habilitada de la Contaduría General Gubernamental, en el que indicó lo siguiente:
“…hago de su conocimiento que la unidad administrativa de la Dirección de Contabilidad del Sector Central, encargada de custodiar la información se encuentra impedida material y jurídicamente para proporcionar la información requerida, ya que de ser divulgada puede vulnerar el ejercicio de atribuciones relacionadas con las actividades de verificación, inspección y auditoría relativas del cumplimiento de leyes establecidas, así como obstruir los trabajos de fiscalización plenamente a diversas auditorías, inspecciones o acompañamientos, de los distintos Entes Fiscalizadores, tanto Federales como Estatales, tal como lo establece el artículo 24 fracciones XVII, XVIII y XXI del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas, que a la letra indican:
…
Asimismo, se advierte que en el caso en estudio se configura una reserva legal de la información relacionada al registro y control de las a operaciones financieras, contables y presupuestales, la cual está sujeta a un proceso de verificación de cumplimiento de leyes, de conformidad con el artículo 140, fracciones V, numeral I y X de la Ley en la materia y en concordancia con el numeral Vigésimo Cuarto y Vigésimo Quinto delos Lineamientos Generales de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como la elaboración de versiones públicas que a la letra establece:
…
De igual forma, los pagos consistentes en 52,661 generan, cada uno, un expediente donde obra la documental compuesta por los documentos ordenados y relacionados con el mismo acto contable, tal y como lo establece el artículo 4 fracciones XXIV y XXIX, 11 fracciones I y III, de la Ley General de Archivos, en concordancia con el artículo 3, fracciones XI y XII de la Ley de Transparencia en la materia que a la letra establecen:
…
En este contexto, los expedientes donde obra cada uno de los pagos, motivo de la presente solicitud, son generados por el Sujeto Obligado a través de sus unidades administrativas, como lo son, la unidad Ejecutora del Gasto, la Contaduría General Gubernamental y la Caja General de Gobierno, las cuales están obligadas a conservar la documentación mediante los principios establecidos en el artículo 5 fracciones II y III de la Ley General de Archivos, el cual establece:
…
Atendiendo a los principios establecidos en el articulado anteriormente mencionado, la conservación del expediente donde obra cada uno de los 52,661 pagos requeridos en la solicitud contienen los siguientes documentos:
1. Oficio de solicitud de pagos diversos, signad por la unidad ejecutora del gasto.
2. Comprobante de pago (factura, recibo, estimación, comprobante diversos).
3. Contra recibo emitido por Caja General de Gobierno por cada uno de los conceptos de pago.
4. Transferencia bancaria o SPEI (Sistema de Pago Electrónico Interbancario), efectuado por Caja General de Gobierno con las institución crediticia.
…
Por lo anteriormente expuesto, solicito atentamente se someta a consideración del Comité de Transparencia, la clasificación como información reservada de la documental compuesta por los expedientes anteriormente descritos, por un periodo de 12 meses, toda vez que el registro contable se lleva con base acumulativa.” Sic.
Advirtiendo además una prueba de daño.
· CT-2025-142.pdf.- Contiene el acuerdo de reserva CT-2025-142, correspondiente a la solicitud de información número 00532/SF/IP/2025.
Folio de la Solicitud: 00532/SF/IP/2025
Folio Recurso de Revisión: 09522/INFOEM/IP/RR/2025

“En respuesta a la solicitud recibida, nos permitimos hacer de su conocimiento que con fundamento en el artículo 53, Fracciones: II, V y VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, le contestamos que:

Sobre el particular, sírvase encontrar en archivo adjunto copia del oficio de notificación número 20700004S/UT-1361/2025 mediante el cual se detalla lo referente a su solicitud, así como el acuerdo de clasificación número CT-2025-0142 emitido por el Comité de Transparencia de este Sujeto Obligado.

ATENTAMENTE
Lic en Sociología Mario David Lugo Delgadilo” Sic.

Cabe señalar que EL SUJETO OBLIGADO adjuntó a su respuesta los documentos electrónicos que se describen:

· SOLICITANTE 00532.pdf.- Oficio número 20700004S/UT-1361/2025 de fecha 11 de julio de 2025, suscrito por el jefe de la Unidad de Información, Planeación, Programación y Evaluación y Titular de la Unidad de Transparencia de la Secretaría de Finanzas, dirigido al solicitante, en el que indicó que en archivo adjunto encontrará las respuestas emitidas por la servidora pública habilitada de la Subsecretaría de Tesorería y de la Contaduría General Gubernamental.
· 00532 SST.pdf.- Oficio número 20705001000000S/413/2025 de fecha 30 de junio de 2025, suscrito por la Jefa de la Unidad de Apoyo Técnico Financiero, en el que indicó que mediante similar, solicitó a la Dirección General de Tesorería, remitir respuesta a la solicitud de información, a esta Unidad de Apoyo, en razón de las funciones que en esta materia le confiere el Manual General de Organización de la Secretaría de Finanzas, quien indicó mediante oficio número 207051A00000000/538/2025, lo siguiente:
“...que en los archivos de la Dirección General de Tesorería, no se encuentran los comprobantes de los pagos realizados mediante transferencia electrónica y cheque con recursos del presupuesto de egresos del año 2024 de la CONSEJERÍA JURÍDICA., fundamentando su respuesta en el numeral …del Manual General de Organización de la Secretaría de Finanzas,…

20705101000000L CAJA GENERAL DE GOBIERNO
-13. Supervisar que se entreguen a la Contaduría General Gubernamental los soportes documentales de los pagos efectuados mediante cheque o transferencia electrónica, así como el reporte de pagos emitido por el Sistema Integral de Tesorería.” Sic.
· 00532 Cont Gral Gub.pdf.- Oficio No. 20704002040000L/180/2025 de fecha 03 de julio de 2025, suscrito por la Servidora Pública Habilitada de la Contaduría General Gubernamental, en el que indicó lo siguiente:
“…hago de su conocimiento que la unidad administrativa de la Dirección de Contabilidad del Sector Central, encargada de custodiar la información se encuentra impedida material y jurídicamente para proporcionar la información requerida, ya que de ser divulgada puede vulnerar el ejercicio de atribuciones relacionadas con las actividades de verificación, inspección y auditoría relativas del cumplimiento de leyes establecidas, así como obstruir los trabajos de fiscalización plenamente a diversas auditorías, inspecciones o acompañamientos, de los distintos Entes Fiscalizadores, tanto Federales como Estatales, tal como lo establece el artículo 24 fracciones XVII, XVIII y XXI del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas, que a la letra indican:
…
Asimismo, se advierte que en el caso en estudio se configura una reserva legal de la información relacionada al registro y control de las a operaciones financieras, contables y presupuestales, la cual está sujeta a un proceso de verificación de cumplimiento de leyes, de conformidad con el artículo 140, fracciones V, numeral I y X de la Ley en la materia y en concordancia con el numeral Vigésimo Cuarto y Vigésimo Quinto delos Lineamientos Generales de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como la elaboración de versiones públicas que a la letra establece:
…
De igual forma, los pagos consistentes en 52,661 generan, cada uno, un expediente donde obra la documental compuesta por los documentos ordenados y relacionados con el mismo acto contable, tal y como lo establece el artículo 4 fracciones XXIV y XXIX, 11 fracciones I y III, de la Ley General de Archivos, en concordancia con el artículo 3, fracciones XI y XII de la Ley de Transparencia en la materia que a la letra establecen:
…
En este contexto, los expedientes donde obra cada uno de los pagos, motivo de la presente solicitud, son generados por el Sujeto Obligado a través de sus unidades administrativas, como lo son, la unidad Ejecutora del Gasto, la Contaduría General Gubernamental y la Caja General de Gobierno, las cuales están obligadas a conservar la documentación mediante los principios establecidos en el artículo 5 fracciones II y III de la Ley General de Archivos, el cual establece:
…
Atendiendo a los principios establecidos en el articulado anteriormente mencionado, la conservación del expediente donde obra cada uno de los 52,661 pagos requeridos en la solicitud contienen los siguientes documentos:
1. Oficio de solicitud de pagos diversos, signad por la unidad ejecutora del gasto.
2. Comprobante de pago (factura, recibo, estimación, comprobante diversos).
3. Contra recibo emitido por Caja General de Gobierno por cada uno de los conceptos de pago.
4. Transferencia bancaria o SPEI (Sistema de Pago Electrónico Interbancario), efectuado por Caja General de Gobierno con las institución crediticia.
…
Por lo anteriormente expuesto, solicito atentamente se someta a consideración del Comité de Transparencia, la clasificación como información reservada de la documental compuesta por los expedientes anteriormente descritos, por un periodo de 12 meses, toda vez que el registro contable se lleva con base acumulativa.” Sic.

Advirtiendo además una prueba de daño.
· CT-2025-142.pdf.- Contiene el acuerdo de reserva CT-2025-142, correspondiente a la solicitud de información número 00532/SF/IP/2025.

[bookmark: _Toc215742350]DEL RECURSO DE REVISIÓN
[bookmark: _Toc215742351]a) Interposición de los Recursos de Revisión.
El trece de agosto de dos mil veinticinco, LA PARTE RECURRENTE interpuso los recursos de revisión en contra de las respuestas del SUJETO OBLIGADO, mismos que fueron registrados en el SAIMEX con los números de expediente 09522/INFOEM/IP/RR/2025 y 09523/INFOEM/IP/RR/2025; en los cuales manifestó lo siguiente:

Folio de la Solicitud: 00530/SF/IP/2025
Folio Recurso de Revisión: 09523/INFOEM/IP/RR/2025

ACTO IMPUGNADO
“respuesta a la solicitud 00530/SF/IP/2025” Sic.

RAZONES O MOTIVOS DE LA INCONFORMIDAD	
“El comité de transparencia del sujeto obligado realiza una clasificación indebida de la información solicitada al tratarse de documentación pública, considerando que todo documento que compruebe la aplicación de recursos públicos es de caracter público. EL sujeto obligado intenta justificar dicha clasificación de informacion reservada con el dato falso DE que el sujeto obligado haya realizado 52,661 pagos con un volumen de 210,644 documentos relativos a los pagos con recursos del presupuesto de egresos del año 2024 de la OFICIALIA MAYOR, tal como queda demostrado en las respuestas emitidas por el MISMO sujeto obligado a diferentes solicitudes de información presentadas por este solicitante, en las que utiliza estas mismas cifras para justificar su negativa a entregar información de diferente naturaleza, sin analizar la solicitud presentada. Con ello se demuestra que en realidad esa cifra corresponde al universo total de los pagos realizados por el sujeto obligado y utiliza el dato de manera dolosa para justificar su negativa a entregar la información solicitada por medio de una clasificación absolutamente indebida e infundada, adempas de una prueba de daño que carece de fundamento Por lo anterior, solicito se revoque la clasfificacion de la información y se ordene la entrega de la informacion que con toda puntualidad y claridad se solicitó.” Sic.

Folio de la Solicitud: 00532/SF/IP/2025
Folio Recurso de Revisión: 09522/INFOEM/IP/RR/2025

ACTO IMPUGNADO
“RESPUESTA A LA SOLICITUD 00532/SF/IP/2025” Sic.

RAZONES O MOTIVOS DE LA INCONFORMIDAD	
“El comité de transparencia del sujeto obligado realiza una clasificación indebida de la información solicitada al tratarse de documentación pública, considerando que todo documento que compruebe la aplicación de recursos públicos es de caracter público. EL sujeto obligado intenta justificar dicha clasificación de informacion reservada con el dato falso DE que el sujeto obligado haya realizado 52,661 pagos con un volumen de 210,644 documentos relativos a los pagos con recursos del presupuesto de egresos del año 2024 de la CONSEJERÍA JURÍDICA, tal como queda demostrado en las respuestas emitidas por el MISMO sujeto obligado a diferentes solicitudes de información presentadas por este solicitante, en las que utiliza estas mismas cifras para justificar su negativa a entregar información de diferente naturaleza, sin analizar la solicitud presentada. Con ello se demuestra que en realidad esa cifra corresponde al universo total de los pagos realizados por el sujeto obligado y utiliza el dato de manera dolosa para justificar su negativa a entregar la información solicitada por medio de una clasificación absolutamente indebida e infundada, adempas de una prueba de daño que carece de fundamento Por lo anterior, solicito se revoque la clasfificacion de la información y se ordene la entrega de la informacion que con toda puntualidad y claridad se solicitó.” Sic.

[bookmark: _Toc215742352]b) Turno de los Recursos de Revisión.
Con fundamento en el artículo 185, fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, el trece de agosto de dos mil veinticinco se turnaron los recursos de revisión a través del SAIMEX a, a efecto de decretar su admisión o desechamiento, de la siguiente manera:

	Folio Solicitudes de Información/Folio Recursos de revisión.
	Turnado 

	00532/SF/IP/2025
09522/INFOEM/IP/RR/2025
	Comisionada SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ

	00530/SF/IP/2025
09523/INFOEM/IP/RR/2025
	Comisionada MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA



[bookmark: _Toc215742353]c) Admisiones de los Recursos de Revisión.
De las constancias de los expedientes electrónicos, se advierte que se acordó la admisión a trámite el catorce de agosto de dos mil veinticinco del recurso de revisión 09523/INFOEM/IP/RR/2025; mientras que para el medio de impugnación 09522/INFOEM/IP/RR/2025  fue el día quince de agosto de dos mil veinticinco; y se integraron los expedientes respectivos, mismos que se pusieron a disposición de las partes para que, en un plazo de siete días hábiles, manifestaran lo que a su derecho conviniera, conforme a lo dispuesto por el artículo 185, fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

[bookmark: _Toc215742354]d) Acumulación de los Recursos de Revisión
[bookmark: _heading=h.3rdcrjn]Por economía procesal y con la finalidad de evitar resoluciones contradictorias, mediante acuerdo del veintiuno de agosto de dos mil veinticinco el Pleno de este Instituto determinó acumular el Recurso de Revisión 09523/INFOEM/IP/RR/2025 al 09522/INFOEM/IP/RR/2025.

[bookmark: _Toc215742355]e) Informes Justificados del Sujeto Obligado.
De las constancias del SAIMEX, se observa que EL SUJETO OBLIGADO rindió los informes justificado a través del SAIMEX, conforme a lo siguiente:
Folio de la Solicitud: 00530/SF/IP/2025
Folio Recurso de Revisión: 09523/INFOEM/IP/RR/2025

· RR 09523-2025 INFORME JUSTIFICADO.pdf.- Contiene el informe justificado del SUJETO OBLIGADO suscrito por el Jefe de la Unidad de Información, Planeación, Programación y Evaluación y Titular de la Unidad de Transparencia, en el que en términos generales ratifica la respuesta primigenia.
· RR 09523-2025 SUBSE TESO.pdf.- Oficio número 2075001000000S/611/2025 de fecha 15 de agosto de 2025, suscrito por la Jefa de la Unidad de Apoyo Técnico Financiero, en el que indicó lo siguiente:
“Al respecto, me permito informar a usted que esta Subsecretaría de Tesorería, dio respuesta en sentido negativo, …
Como se puede apreciar, esta unidad administrativa dio respuesta en sentido negativo, manifestando no contar con los comprobantes de los pagos realizados mediante transferencia electrónica y cheque con recursos del presupuesto de egresos del año 2024 de la Oficialía Mayor.” Sic.

· RR 09523-2025 CGG.pdf.- Oficio No. 20704002040000L/288/2025 de fecha 18 de agosto de 2025, suscrito por la Servidora Pública Habilitada de la Contaduría General Gubernamental, en el que indicó que confirma la respuesta proporcionada, anexando la información que acredita la actualización del supuesto de clasificación de la información como reservada.
· CT-2025-140.pdf.- Contiene el acuerdo de reserva CT-2025-140, correspondiente a la solicitud de información número 00530/SF/IP/2025.
	
Folio de la Solicitud: 00532/SF/IP/2025
Folio Recurso de Revisión: 09522/INFOEM/IP/RR/2025

· RR 09522-2025 INFORME JUSTIFICADO.pdf.- Contiene el informe justificado del SUJETO OBLIGADO suscrito por el Jefe de la Unidad de Información, Planeación, Programación y Evaluación y Titular de la Unidad de Transparencia, en el que en términos generales ratifica la respuesta primigenia.
· RR 9522-2025 SUBSE TESO.pdf.- Oficio número 2075001000000S/610/2025 de fecha 15 de agosto de 2025, suscrito por la Jefa de la Unidad de Apoyo Técnico Financiero, en el que indicó lo siguiente:
“Al respecto, me permito informar a usted que esta Subsecretaría de Tesorería, dio respuesta en sentido negativo, …
Como se puede apreciar, esta unidad administrativa dio respuesta en sentido negativo, manifestando no contar con los comprobantes de los pagos realizados mediante transferencia electrónica y cheque con recursos del presupuesto de egresos del año 2024 de la Consejería Jurídica.” Sic.

· RR 9522-2025 CGG.pdf.- Oficio No. 20704002040000L/290/2025 de fecha 18 de agosto de 2025, suscrito por la Servidora Pública Habilitada de la Contaduría General Gubernamental, en el que indicó que confirma la respuesta proporcionada, anexando la información que acredita la actualización del supuesto de clasificación de la información como reservada.

Esta información fue puesta a la vista de LA PARTE RECURRENTE el veintiséis de noviembre de dos mil veinticinco para que, en un plazo de tres días hábiles, manifestara lo que a su derecho conviniera, de conformidad con lo establecido en el artículo 185, fracción III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.
[bookmark: _Toc215742356]f) Manifestaciones de la Parte Recurrente.
LA PARTE RECURRENTE adjuntó a los medios de impugnación el veintisiete de noviembre de dos mil veinticinco el archivo denominado FINANZAS SIN ARCHIVOS.pdf, en el que manifestó lo siguiente:
ESTE RECURRENTE NO TIENE A SU DISPOSICIÓN NINGUN ARCHIVO MENCIONADO EN EL ACUERDO, PUES EL SISTEMA ELECTRÓNICO QUE DA SEGUIMIENTO AL PRESENTE RECURSO DE REVISIÓN NO MUESTRA NINGUN ENLACE ADJUNTO POR PARTE DEL SUJETO OBLIGADO.

[bookmark: _Toc205974792][bookmark: _Toc215742357]g) Ampliación de Plazo para Resolver 
Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 181, párrafo tercero, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, el cuatro de diciembre de dos mil veinticinco, se acordó ampliar por un periodo razonable el plazo para resolver el presente Recurso de Revisión; acuerdo que fue notificado a las partes a través del SAIMEX en la misma fecha referida.

El plazo para emitir resolución en el presente asunto encuentra justificación en el alto número de recursos de revisión recibidos por este Instituto, circunstancia atípica que ha rebasado las capacidades técnicas y humanas del personal encargado de la proyección de las resoluciones a dichos medios de impugnación.

Es importante precisar que, si bien se ha excedido el plazo para resolver el presente medio de impugnación, el plazo para emitir resolución se encuentra justificado en parámetros establecidos por diversos órganos jurisdiccionales federales, aplicables también en procedimientos análogos, como el que nos ocupa.

Así, en términos de lo que establecen los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, los recursos deben ser sencillos y resolverse en el menor tiempo posible, tomando en consideración la dilación total del procedimiento; esto es, en un plazo razonable. En ese sentido, el legislador estableció los términos procesales de forma general, sin que pudiera prever la variada gama de casos que son resueltos por los órganos jurisdiccionales o cuasi jurisdiccionales, tanto por la complejidad de los hechos, como por el número de casos que conocen.

Por ello, excepcionalmente, si un asunto es resuelto con posterioridad a los plazos señalados por la norma, debe analizarse la razonabilidad del tiempo necesario para su resolución, atentos a los siguientes criterios:

Complejidad del asunto: La complejidad de la prueba, la pluralidad de sujetos procesales, el tiempo transcurrido, las características y contexto del recurso.
Actividad Procesal del interesado: Acciones u omisiones del interesado.
Conducta de la Autoridad: Las Acciones u omisiones realizadas en el procedimiento. Así como si la autoridad actuó con la debida diligencia.
La afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso: Violación a sus derechos humanos.

De modo que, cuando se trate de un asunto excepcional, por alguna o todas las características mencionadas o bien, cuando el ingreso de asuntos al órgano jurisdiccional o cuasi jurisdiccional respectivo supere notoriamente al que podría considerarse normal, debe concluirse que es una excluyente de responsabilidad en relación con la actuación del funcionario, como ha acontecido en el caso que nos ocupa.

Argumento que encuentra sustento en la jurisprudencia P./J. 32/92 emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro “TÉRMINOS PROCESALES. PARA DETERMINAR SI UN FUNCIONARIO JUDICIAL ACTUÓ INDEBIDAMENTE POR NO RESPETARLOS SE DEBE ATENDER AL PRESUPUESTO QUE CONSIDERÓ EL LEGISLADOR AL FIJARLOS Y LAS CARACTERÍSTICAS DEL CASO.”, visible en la Gaceta del Seminario Judicial de la Federación con el registro digital 205635.

Razones por las cuales cabe concluir que la resolución al recurso de revisión se solventa hasta esta fecha, debido a que existe una excesiva carga de trabajo en desproporción a la capacidad de los recursos materiales y humanos con que cuenta este Instituto para atender la enorme demanda de usuarios que acuden para que se les garantice su Derecho de acceso a la información Pública y Protección de Datos Personales, aunado a la complejidad de los hechos a los que se refieren, así como al volumen del expediente, la extensión de los escritos y pruebas aportadas y desahogadas por las partes; lo que impide la tramitación de los recursos dentro de los términos legales previamente establecidos por la Ley, por tratarse de causas de fuerza mayor.

Al respecto, también son de considerar los criterios sostenidos por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyos rubros y datos de identificación son los siguientes:

“PLAZO RAZONABLE PARA RESOLVER. DIMENSIÓN Y EFECTOS DE ESTE CONCEPTO CUANDO SE ADUCE EXCESIVA CARGA DE TRABAJO.” consultable en el Seminario Judicial de la Federación y su gaceta, con el registro digital 2002351.

“PLAZO RAZONABLE PARA RESOLVER. CONCEPTO Y ELEMENTOS QUE LO INTEGRAN A LA LUZ DEL DERECHO INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS.”, visible en el Seminario Judicial de la Federación y su gaceta, con el registro digital 2002350.

Por ello, este organismo garante comprometido con la tutela de los derechos humanos confiados señala que este exceso del plazo legal para resolver el asunto resulta de carácter excepcional.
[bookmark: _Toc215742358]h) Cierres de instrucción.
[bookmark: _heading=h.44sinio]Al no existir diligencias pendientes por desahogar, el nueve de diciembre de dos mil veinticinco la Comisionada Sharon Cristina Morales Martínez acordó el cierre de instrucción y la remisión de los expedientes a efecto de ser resueltos, de conformidad con lo establecido en el artículo 185 fracciones VI y VIII de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios. Dicho acuerdo fue notificado a las partes el mismo día a través del SAIMEX.
[bookmark: _Toc215742359]CONSIDERANDOS
[bookmark: _Toc215742360]PRIMERO. Procedibilidad
[bookmark: _Toc215742361]a) Competencia del Instituto.
Este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios es competente para conocer y resolver el presente Recurso de Revisión, conforme a lo dispuesto en los artículos 6, Apartado A de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 5, párrafos trigésimo noveno, cuadragésimo, cuadragésimo primero, fracciones IV y V de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; ordinal 2, fracción II, 13, 29, 36, fracciones I y II, 176, 178, 179, 181 párrafo tercero y 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; y 9, fracciones I y XXIII y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.
[bookmark: _Toc215742362]b) Legitimidad de la parte recurrente.
El recurso de revisión fue interpuesto por parte legítima, ya que se presentó por la misma persona que formuló las solicitudes de acceso a la Información Pública, debido a que los datos de acceso SAIMEX son personales e irrepetibles.

[bookmark: _Toc171960593][bookmark: _Toc215742363]c) Plazo para interponer el recurso
[bookmark: _1hmsyys]EL SUJETO OBLIGADO notificó las respuestas a las solicitudes de acceso a la Información Pública el catorce de julio de dos mil veinticinco, en los recursos de revisión 09522/INFOEM/IP/RR/2025 y 09523/INFOEM/IP/RR/2025; y los recursos que nos ocupan se tuvieron por presentados el catorce y quince de agosto de dos mil veinticinco; por lo tanto, estos se encuentran dentro del margen temporal previsto en el artículo 178 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.
[bookmark: _Toc171960594][bookmark: _Toc215742364]d) Causal de procedencia
Resulta procedente la interposición de los recursos de revisión, ya que se actualiza la causal de procedencia señalada en el artículo 179, fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.
[bookmark: _Toc215742365]e) Requisitos formales para la interposición del recurso.
LA PARTE RECURRENTE acreditó todos y cada uno de los elementos formales exigidos por el artículo 180 de la misma normatividad.
[bookmark: _Toc215742366]f) Acumulación de los Recursos de Revisión
De las constancias que obran en los expedientes acumulados, se advierte que los recursos de revisión 09522/INFOEM/IP/RR/2025 y 09523/INFOEM/IP/RR/2025 fueron presentados por la misma PARTE RECURRENTE respecto de actos u omisiones similares, realizados por el mismo SUJETO OBLIGADO, razón por la cual, con la finalidad de evitar la emisión de resoluciones contradictorias, este Órgano Garante realizó la acumulación respectiva, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 18 del Código de Procedimientos Administrativos del Estado de México, de aplicación supletoria en términos del artículo 195 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios en vigor.

[bookmark: _Toc215742367]SEGUNDO. Estudio de Fondo.
[bookmark: _Toc215742368]a) Mandato de transparencia y responsabilidad del Sujeto Obligado
El derecho de acceso a la información pública es un derecho humano reconocido en el artículo sexto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en el artículo quinto de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México:
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

“Artículo 6.
(…)
Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo se observará lo siguiente:
A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación y las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases:
I. 	Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la información.”

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México

“Artículo 5.- 
(…)
El derecho a la información será garantizado por el Estado. La ley establecerá las previsiones que permitan asegurar la protección, el respeto y la difusión de este derecho.
Para garantizar el ejercicio del derecho de transparencia, acceso a la información pública y protección de datos personales, los poderes públicos y los organismos autónomos, transparentarán sus acciones, en términos de las disposiciones aplicables, la información será oportuna, clara, veraz y de fácil acceso.
Este derecho se regirá por los principios y bases siguientes:
I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismos de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos estatales y municipales, así como del gobierno y de la administración pública municipal y sus organismos descentralizados, asimismo de cualquier persona física, jurídica colectiva o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones previstas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de interés público y seguridad, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la información.”

Asimismo, el artículo 150 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios indica que la solicitud es la garantía primaria del Derecho de Acceso a la Información, además, establece que se regirá por los principios de simplicidad, rapidez, gratuidad del procedimiento, auxilio y orientación a los particulares.
Por su parte, el artículo 4 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios refiere que toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, privilegiando el principio de máxima publicidad.
Esto es, que los Sujetos Obligados deben atender las solicitudes de acceso a la información pública que se les sean realizadas, y proporcionar la información pública que obre en su poder, conforme al estado en que se encuentre, sin que sea necesario procesar la misma, ni presentarla conforme al interés del solicitante; tal y como lo establece el artículo 12 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.
Es decir, que todo sujeto obligado que genere, recopile, administre, procese, archive, posea o conserven, son responsables de la misma, teniendo a su vez la obligación de proporcionar la información que se les requiera sin necesidad de resumirla, efectuar procedimientos para obtenerla, calcular o practicar investigaciones; en otras palabras, que los Sujetos Obligados sólo se concretarán a proporcionar la información solicitada que tengan en su poder en el estado que se encuentra, sin necesidad de concretarse al interés o términos específicos del solicitante.
En esa tesitura, el artículo 24 último párrafo de la Ley de la Materia dispone que los Sujetos Obligados sólo proporcionarán la información pública que generen, administren o posean en el ejercicio de sus atribuciones; por consiguiente, la información pública se encuentra a disposición de cualquier persona, lo que implica que es deber de los Sujetos Obligados, garantizar el Derecho de Acceso a la Información Pública, siempre y cuando no se trate de información reservada o confidencial.
[bookmark: _heading=h.1pxezwc]Con base en lo anterior, se considera que EL SUJETO OBLIGADO se encontraba compelido a atender la solicitud de acceso a la información realizada por LA PARTE RECURRENTE.
[bookmark: _Toc215742369]b) Controversia a resolver.
Con el objeto de ilustrar la controversia planteada, resulta conveniente precisar que, una vez realizado el estudio de las constancias que integran los expedientes en que se actúa, se desprende que LA PARTE RECURRENTE solicitó los comprobantes de pago realizados mediante transferencia electrónica y cheque con recursos del presupuesto de egresos del año 2024 de la Oficialía Mayor y de la Consejería Jurídica.

En respuesta, conforme a las constancias que obran en el SAIMEX, EL SUJETO OBLIGADO manifestó:
· Jefa de la Unidad de Apoyo Técnico Financiero: Que, en los archivos de la Dirección General de Tesorería, no se encuentran los comprobantes de los pagos realizados mediante transferencia electrónica y cheque con recursos del presupuesto de egresos del año 2024 de la OFICIALÍA MAYOR.
· Contaduría General Gubernamental: Clasificó como información reservada de la documental compuesta por los expedientes, en donde obra la información requerida, por un periodo de 12 meses, toda vez que el registro contable se lleva con base acumulativa.
· Remitió los acuerdos en los que sustentó la clasificación de la información como reservada.
Ahora bien, en la interposición de los medios de impugnación de mérito LA PARTE RECURRENTE se inconformó por la clasificación de la información.
Abierta la etapa de instrucción, EL SUJETO OBLIGADO rindió sus Informes Justificados, ratificando en términos generales las respuestas primigenias. LA PARTE RECURRENTE realizó las manifestaciones que a sus intereses convino. 
Bajo las premisas anteriores, se concluye que la controversia a dilucidar en el presente medio de impugnación será verificar la procedencia de la clasificación de la información referida por EL SUJETO OBLIGADO para tener por satisfecho el derecho de acceso a la información pública de LA PARTE RECURRENTE, o en su caso, ordenar la entrega de la información que corresponda.
[bookmark: _Toc215742370]c) Estudio de la controversia.
En esta línea de pensamiento, derivado del análisis de las constancias que obran en el expediente electrónico en el que se actúa, se advirtió que EL SUJETO OBLIGADO a través de la servidora pública habilitada de la Contaduría General Gubernamental no niega la existencia de la información solicitada, sino por el contrario, se encuentra encaminado a atender el requerimiento de información, clasificando la información requerida como información reservada.
Por lo tanto, se observa que a la información peticionada le fue puesta una medida de restricción para tener acceso a ella, por lo cual es necesario traer a contexto lo dispuesto por el artículo 5, párrafos trigésimo segundo, trigésimo tercero y trigésimo cuarto de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, el cual dispone:

“Artículo 5.-... 
... 
Este derecho se regirá por los siguientes principios y bases siguientes:
I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismos de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos estatales y municipales, así como del gobierno y de la administración pública municipal y sus organismos descentralizados, asimismo de cualquier persona física, jurídica colectiva o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones previstas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de interés público y seguridad, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la información.” (Sic)

De lo anterior, se deduce que la Constitución Local le otorga a todos los documentos en posesión de las autoridades la calidad de públicos, y únicamente pueden ser reservados temporalmente por razones de interés público y en los términos expresamente señalados en la Ley de la materia, es decir, el derecho de acceso a la información pública puede ser restringido de manera excepcional por razones de interés público, en los términos de las causas legítimas y estrictamente necesarias previstas por la Ley, a través de la clasificación de la información como confidencial o reservada para permitir el acceso, como se desprende del artículo 91 de la ley de la materia que es del tenor literal siguiente:

Artículo 91. El acceso a la información pública será restringido excepcionalmente, cuando ésta sea clasificada como reservada o confidencial.

Entendiéndose como información reservada aquella que se clasifica de manera temporal cuya divulgación pueda causar algún daño.

De manera que, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, prevé como información reservada, conforme a lo dispuesto en el numeral 140 de la mencionada Ley, aquella que esté por ejemplo en los supuestos siguientes:

I. Comprometa la seguridad pública y cuente con un propósito genuino y un efecto demostrable; 
II. Pueda menoscabar la conducción de las negociaciones y relaciones internacionales; 
III. Se entregue a la Entidad expresamente con ese carácter o el de confidencialidad por otro u otros sujetos de derecho internacional, excepto cuando se trate de violaciones graves de derechos humanos o delitos de lesa humanidad de conformidad con el derecho internacional; 
IV. Ponga en riesgo la vida, la seguridad o la salud de una persona física;

Asimismo, el reservar la información implica el reconocimiento por parte del SUJETO OBLIGADO de que se encuentra dentro de sus archivos, por lo que tiene el carácter de público y sí es susceptible de entregarse, es decir, de transparentarse; empero, advierte que existen causas presentes que impiden la publicidad y/o entrega de la información durante cierto periodo de tiempo. 

Siendo pertinente aclarar que la información que se clasifica bajo la premisa de reservada no pierde el carácter de pública, sino que se impide su acceso temporalmente del conocimiento público, es decir, que por un tiempo determinado se conservará y custodiará la información de manera especial, y una vez transcurrido el plazo de custodia, el documento podrá divulgarse. 

Por lo tanto, para que la clasificación de información como reservada sea válida, resulta indispensable que EL SUJETO OBLIGADO fundamente de manera precisa su determinación. Deben exponerse claramente las razones, motivos o circunstancias específicas que llevaron a concluir que el caso particular encuadra en alguno de los supuestos previstos por la norma legal invocada como fundamento. Esta fundamentación no puede limitarse a una simple mención general, sino que debe ser producto de un análisis detallado de las características propias del caso y la información en cuestión.

Adicionalmente, EL SUJETO OBLIGADO tiene la obligación de aplicar, en todo momento, la prueba de daño. Dicha prueba consiste en demostrar, con argumentos fundados y motivados, que la publicidad de la información solicitada produciría un daño mayor al interés protegido por la Ley, en comparación con el interés de hacer pública dicha información. Solo así se justifica la clasificación de la información como reservada, garantizando que la restricción al acceso es proporcional y está debidamente sustentada conforme a la normativa aplicable.

De este modo, conforme al artículo 132 de la ley en referencia, para clasificar la información se debe de atender a lo dispuesto por la normativa y aplicar, de manera estricta, las excepciones del derecho de acceso a la información y sólo podrán invocarlas cuando acrediten su procedencia, debiendo clasificar la información en el momento en que:

1. Se reciba una solicitud de acceso a la información;
2. Se determine mediante resolución de autoridad competente; y/o
3. Se generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia previstas en la Ley.

Situación que se robustece con lo previsto en el artículo 141 de citada Ley, que señala que las causales de reserva previstas se deberán fundar y motivar a través de la aplicación de la prueba de daño.

Igualmente, la clasificación de la información debe estar sustentada en el Acuerdo de Clasificación correspondiente en el que, de manera fundada y motivada, se establezcan las hipótesis normativas aplicables al caso concreto y se analice la prueba de daño que prevé el artículo 129 de la Ley de Transparencia de mérito, para lo cual los Sujetos Obligados deberán considerar que: 

· La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable del perjuicio significativo al interés público o a la seguridad pública; 
· El riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el interés público general de que se difunda; y
· La limitación se adecua al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible para evitar el perjuicio.

De tal manera, las limitaciones al acceso a la información deben sustentarse en una adecuada clasificación que debe distinguir y tomar en cuenta qué información puede generar un daño desproporcionado o innecesario a valores jurídicamente protegidos.

Por lo tanto, la prueba de daño realizada por EL SUJETO OBLIGADO cobra relevancia puesto que, si ésta no arroja resultados contundentes sobre un posible peligro, deberá de publicarse y entregarse la información requerida.
Siendo que dicha clasificación es un trabajo en conjunto tanto de los Servidores Públicos Habilitados, de las Unidades de Transparencia y del Comité de Transparencia del SUJETO OBLIGADO, teniendo el deber los primeros de ellos de presentar ante la Unidad de Transparencia la propuesta de la clasificación de la información, para que luego ésta se presente ante al Comité de Transparencia de así resultar procedente el proyecto de clasificación de la información y que finalmente sea éste último quien apruebe, modifique o revoque la misma, como se desprende de los artículos 59 fracción V, 53 fracción X, y 49 fracciones II y VIII de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, a saber:
“Artículo 59. Los servidores públicos habilitados tendrán las funciones siguientes:
...
V. Integrar y presentar al responsable de la Unidad de Transparencia la propuesta de clasificación de información, la cual tendrá los fundamentos y argumentos en que se basa dicha propuesta;
...
Artículo 53. Las Unidades de Transparencia tendrán las siguientes funciones:
...
X. Presentar ante el Comité, el proyecto de clasificación de información;
Artículo 49. Los Comités de Transparencia tendrán las siguientes atribuciones:
...
II. Confirmar, modificar o revocar las determinaciones que en materia de ampliación del plazo de respuesta, clasificación de la información y declaración de inexistencia o de incompetencia realicen los titulares de las áreas de los sujetos obligados;
...
VIII. Aprobar, modificar o revocar la clasificación de la información;”

Bajo tales consideraciones, no obsta mencionar que el Acuerdo del Comité de Transparencia mediante el cual se clasifique la información como reservada o confidencial, de manera total o parcial debe emitirse siguiendo las formalidades previstas en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y en los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas, de igual forma en dicho acuerdo se deben exponer de manera clara los fundamentos y razones que llevaron a la autoridad a clasificar la información de acuerdo con lo establecido en el artículo 149 de la Ley de la materia, de lo contrario, implicaría dejar al solicitante en estado de incertidumbre, al no conocer o comprender las razones por las que se clasifica la documentación respectiva, es decir, si no se exponen de manera puntual las razones, de ello se estaría violentando el Derecho de Acceso a la Información del solicitante.

Por lo que se reitera que, para la clasificación de la información, no basta que EL SUJETO OBLIGADO manifieste que la información se encuentra clasificada como reservada, sino que para restringir el derecho de acceso a la información de LA PARTE RECURRENTE, debe de manera fundada y motivada precisar las razones y/o motivos que lo llevan a tal restricción, para el caso concreto.

Por tanto, la fundamentación y motivación consiste en la obligación que tiene todo ente público de expresar los preceptos jurídicos aplicables al asunto motivo del acto y las razones o argumentos de su actuar.

Al respecto, el máximo tribunal del país ha establecido jurisprudencia respecto a qué debe entenderse por fundamentación y motivación, en los siguientes términos:

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION. La debida fundamentación y motivación legal, deben entenderse, por lo primero, la cita del precepto legal aplicable al caso, y por lo segundo, las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento.”(Sic)

Así, en un acto de autoridad se surte la debida fundamentación cuando se cita el precepto legal aplicable al caso concreto y la debida motivación cuando se expresan las razones, motivos o circunstancias que tomó en cuenta la autoridad para adecuar el hecho a los fundamentos de derecho.

En consecuencia, la fundamentación y motivación implica que, en el acto de autoridad, además de contenerse los supuestos jurídicos aplicables, se expliquen claramente por qué a través de la utilización de la norma se emitió el acto. De este modo, la persona que se siente afectada pueda impugnar la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa. 

Atento a lo anterior, es necesario hacer hincapié en que, para clasificar la información como reservada se deben precisar las razones objetivas por las que la apertura de la información generaría una afectación, lo cual no puede hacerse valer de manera general también deberá comprender las circunstancias que justifican el establecimiento de determinado plazo de reserva y se debe contar con el acuerdo respectivo el cual debe estar debidamente fundado y motivado. 

En ese contexto, resulta necesario analizar el Acuerdo mediante el cual el Comité de Transparencia del SUJETO OBLIGADO confirmó la clasificación de la información como reservada, a fin de establecer si se cumplió cabalmente con las formalidades exigidas por la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, así como los artículos 91, 128, 129, 140, fracción VI, y 141, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios:

	
	Cumplió:
	Contenido

	Número de folio de la solicitud
	Sí
	[image: ]

	Referencia de la información solicitada
	Sí

	[image: ]

	Causal aplicable del artículo 113 de la Ley General, vinculándola con el Lineamiento específico del presente ordenamiento y, cuando corresponda, el supuesto normativo que expresamente le otorga el carácter de información reservada
	Parcialmente
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	Fundamento y Motivación Legal
	Parcialmente
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	Conexión entre los fundamentos y motivos que dieron origen a la Reserva de la información
	Parcialmente
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	Prueba de Daño

	Riesgo Real, Demostrable e Identificable
(Modo, Tiempo y Lugar)
	Sí
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…
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	Temporalidad de la Reserva de la información
	Sí
	[image: ]

	Autoridades competentes.
	No
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Así de lo anterior, se observa que, en el caso que nos ocupa, EL SUJETO OBLIGADO, para restringir el acceso a la información requerida, la fundó con base en artículo 140, fracción V, numeral 1, y X, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, que prevé lo siguiente:

“Artículo 140. El acceso a la información pública será restringido excepcionalmente, cuando por razones de interés público, ésta sea clasificada como reservada, conforme a los criterios siguientes: 
…
V. Aquella cuya divulgación obstruya o pueda causar un serio perjuicio a:
1. Las actividades de fiscalización, verificación, inspección, comprobación y auditoría sobre el cumplimiento de las Leyes; o
…
X. El daño que pueda producirse con la publicación de la información sea mayor que el interés público de conocer la información de referencia, siempre que esté directamente relacionado con procesos o procedimientos administrativos o judiciales que no hayan quedado firmes;”

De dicho precepto normativo se desprende que podrá clasificarse como información reservada aquella cuya publicación obstruya o cause perjuicio en las actividades de fiscalización, verificación, inspección, comprobación y auditoría sobre el cumplimiento de leyes.

[bookmark: _Hlk215608365]En ese sentido, los Lineamientos generales en materia de clasificación y desclasificación de la información, así como para la elaboración de versiones públicas -en adelante Lineamientos Generales- disponen en su artículo vigésimo cuarto lo siguiente:

“Vigésimo cuarto. De conformidad con el artículo 113, fracción VI de la Ley General, podrá considerarse como reservada, aquella información que obstruya las actividades de verificación, inspección y auditoría relativas al cumplimiento de las leyes, cuando se actualicen los siguientes elementos:

I. La existencia de un procedimiento de verificación del cumplimiento de las leyes;
II. Que el procedimiento se encuentre en trámite;
III. La vinculación directa con las actividades que realiza la autoridad en el procedimiento de verificación del cumplimiento de las leyes, y

IV. Que la difusión de la información impida u obstaculice las actividades de inspección, supervisión o vigilancia que realicen las autoridades en el procedimiento de verificación del cumplimiento de las leyes.”

Del lineamiento en cita, se colige que se trata de información reservada aquella que obstruya las actividades de verificación, inspección y auditoría relativas al cumplimiento de las leyes, cuando se actualicen las siguientes hipótesis normativas: 

1. La existencia de un procedimiento de verificación del cumplimiento de las leyes. 
2. Que ese procedimiento se encuentre en trámite.
3. La vinculación directa con las actividades que realiza la autoridad en el procedimiento de verificación del cumplimiento de las leyes. 
4. Que la difusión de la información impida u obstaculice las actividades de inspección, supervisión o vigilancia que realicen las autoridades en el proceso de verificación del cumplimiento de las leyes. 

Establecido esto, resulta oportuno realizar el análisis de las hipótesis normativas establecidas en los Lineamientos Generales, con la finalidad de determinar si, en el presente caso, resulta procedente la negativa de acceso a la información requerida por considerarse información susceptible de ser reservada. 

1. La existencia de un procedimiento de verificación del cumplimiento de las leyes

Como se precisó, en respuesta EL SUJETO OBLIGADO señaló a través de la Servidora Pública Habilitada de la Contaduría General Gubernamental que los expedientes donde obra cada uno de los pagos, motivo de las solicitudes en estudio, sí son generados por EL SUJETO OBLIGADO; sin embargo, no resulta dable proporcionarse derivado que estaba sujeto a diversos actos de fiscalización, hasta en tanto no se emitan los informes de resultados por parte de los Entes fiscalizadores. 

Remitiendo, para tal efecto diversos listados de las auditorías, inspecciones o acompañamientos en proceso, que se resumen en los siguientes:

[image: ]

Con la imagen previamente inserta, se confirma la existencia de los procesos de las auditorías, inspecciones o acompañamientos en proceso de ejecución por parte de la Auditoría Superior de la Federación, Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México, Órgano Interno de Control. 

2. Que el procedimiento de fiscalización se encuentre en trámite

Como se señaló en el punto anterior, EL SUJETO OBLIGADO, a través de la unidad administrativa competente mencionó que las auditorías, inspecciones o acompañamientos se encontraba en proceso, por lo que, se logra vislumbrar que a la fecha de la solicitud de información, las auditoría se encontraban en proceso, situación por la que, se actualiza la segunda hipótesis normativa. 

3. La vinculación directa con las actividades que realiza la autoridad en el procedimiento de fiscalización.

En el presente caso, caber señalar que, las auditorías, inspecciones o acompañamientos en mención, tienen el objetivo de revisar que la recaudación, captación, administración, ejercicio y aplicación de recursos aprobados se lleven a cabo de acuerdo con la normatividad correspondiente y, que su manejo y registro financiero haya sido correcto, es decir, a través de estas auditorías se lleva a cabo la fiscalización de los procesos de adquisición y contratación, así como la rendición de cuentas. 

[bookmark: _Hlk215608615]En ese sentido, se advierte que la información solicitada respecto de los Comprobantes que poseen por el pago realizados mediante transferencia electrónica y cheque con recursos del presupuesto de egresos del año 2024 guardan relación directa con las actividades que se realizan dentro del proceso de fiscalización y verificación. Por lo que,  se actualiza la tercera hipótesis de clasificación. 

[bookmark: _Hlk215608699]4. Que la difusión de la información impida u obstaculice las actividades de inspección, supervisión o vigilancia que realicen las autoridades en el proceso de verificación del cumplimiento de las leyes.

Como se mencionó anteriormente, los Comprobantes de pago realizados mediante transferencia electrónica y cheque, es un documento legal que describe una operación comercial y ampara su validez fiscal y legal ante el Servicio de Administración Tributaria, que avala las operaciones que realizan las personas físicas y morales.

[bookmark: _Hlk215608746]Además el Comprobante de pago realizados mediante transferencia electrónica y cheque es considerado como un documento definitivo, por ello, resulta prudente tomar en consideración lo plasmado en el criterio 09/2004 emitido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que por analogía se aplica al caso concreto, y que a la letra establece que:

"INFORMACIÓN SUJETA A REVISIÓN. SI YA CONSTA EN UN DOCUMENTO DEFINITIVO, DEBE PERMITIRSE EL ACCESO A ÉSTE. Para el otorgamiento del acceso a la información que consta en un documento definitivo, no obsta que el mismo se encuentre sujeto a un proceso de revisión, pues la información existe y se encuentra plasmada en un documento que está bajo el resguardo de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en una de sus unidades administrativas y aun cuando se esté procesando para ser publicada en diversa presentación. Ello no implica su falta de disponibilidad en la modalidad que se requirió, por lo que debe darse acceso a la misma en los términos solicitados, en aras de una total y absoluta transparencia de la información bajo el resguardo de este Alto Tribunal, independientemente de que en un futuro se cuente con una presentación distinta Clasificación de la información 10/2004-J, 19 de mayo de 2004. Unanimidad de votos"

Del anterior criterio se puede deducir que para el caso de acceso sobre documentos que se encuentren en un proceso de revisión no debe implicar la falta de estos, siempre que sean definitivos, por lo que deberá permitirse el acceso a los mismos. 

Ya que no se advierte que con su entrega se vulnere algún procedimiento de fiscalización o auditoria no es impedimento para que puedan ser entregados pues se trata de documentos definitivos, que son aquellos que han alcanzado una versión final, oficial o concluyente, y que no están sujetos a modificaciones adicionales, por lo que este tipo de documentos no vulneran los procedimientos de auditoría como resulta del caso concreto.

Por el contrario, este tipo de documentos facilita la transparencia y rendición de cuentas, en virtud que los documentos definitivos, como los pagos realizados ya materializadas, deben ser accesibles para que los ciudadanos y otras partes interesadas puedan supervisar el uso de los recursos públicos, las decisiones gubernamentales y el cumplimiento de los procedimientos legales, garantizando que los ciudadanos tengan el derecho de conocer la información relacionada con la administración pública, excepto en casos muy específicos (seguridad nacional, etc.), por lo que documentos definitivos no suelen entrar en esas excepciones.

[bookmark: _Hlk215608836]Por otro lado, mantener los documentos definitivos accesibles ayuda a prevenir la corrupción, si los documentos finales fueran reservados, se permitiría encubrir decisiones o pagos irregulares aun y cuando estas ya fueron consumadas, por lo que los documentos finales aumenta la confianza de los ciudadanos en las instituciones, ya que se demuestra que las decisiones se han tomado de manera abierta y conforme a la ley. 

En resumen, los documentos definitivos se consideran el resultado de procesos que deben ser conocidos y evaluados por la sociedad, y por eso no se clasifican como reservados, por lo que se desestima la pretendida clasificación propuesta por EL SUJETO OBLIGADO.

Por ello, se determina que, la información requerida NO actualiza la causal de clasificación como reservada prevista en el artículo 140, fracción V, numeral 1, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios. 


En consecuencia, resulta procedente ordenar la entrega de la información requerida por el particular solicitante, en versión pública de ser procedente.

[bookmark: _147n2zr][bookmark: _Toc215742371]d) Versión pública
Para el caso de que el o los documentos de los cuales se ordena su entrega contengan datos personales susceptibles de ser testados, deberán ser entregados en versión pública, pues el derecho de acceso a la información tiene como limitante el respeto a la intimidad y a la vida privada de las personas, es por ello que este Instituto debe cuidar que los datos personales que obren en poder de los Sujetos Obligados sean protegidos y únicamente se den a conocer aquéllos que abonen a la rendición de cuentas y a la transparencia en el ejercicio de las atribuciones que tienen conferidas. De este modo, en armonía entre los principios constitucionales de máxima publicidad y de protección de datos personales, la ley permite la elaboración de versiones públicas en las que se suprima aquella información relacionada con la vida privada de los particulares.
A este respecto, los artículos 3, fracciones IX, XX, XXI y XLV; 51 y 52 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios establecen:
“Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por: 
IX. Datos personales: La información concerniente a una persona, identificada o identificable según lo dispuesto por la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de México; 
XX. Información clasificada: Aquella considerada por la presente Ley como reservada o confidencial; 
XXI. Información confidencial: Se considera como información confidencial los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos; 

XLV. Versión pública: Documento en el que se elimine, suprime o borra la información clasificada como reservada o confidencial para permitir su acceso. 
Artículo 51. Los sujetos obligados designaran a un responsable para atender la Unidad de Transparencia, quien fungirá como enlace entre éstos y los solicitantes. Dicha Unidad será la encargada de tramitar internamente la solicitud de información y tendrá la responsabilidad de verificar en cada caso que la misma no sea confidencial o reservada. Dicha Unidad contará con las facultades internas necesarias para gestionar la atención a las solicitudes de información en los términos de la Ley General y la presente Ley.
Artículo 52. Las solicitudes de acceso a la información y las respuestas que se les dé, incluyendo, en su caso, la información entregada, así como las resoluciones a los recursos que en su caso se promuevan serán públicas, y de ser el caso que contenga datos personales que deban ser protegidos se podrá dar su acceso en su versión pública, siempre y cuando la resolución de referencia se someta a un proceso de disociación, es decir, no haga identificable al titular de tales datos personales.” (Énfasis añadido)
Así, los datos personales que obren en poder de los Sujetos Obligados deben estar protegidos, adoptando las medidas de seguridad administrativas, físicas y técnicas necesarias para garantizar la integridad, confidencialidad y disponibilidad de los datos personales, considerando además, que conforme al principio de finalidad, todo tratamiento de datos personales que se efectúe deberá estar justificado en la Ley, lo anterior en términos de lo dispuesto por el artículo 22, párrafo primero, relacionado con el 38 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios, los cuales se transcriben para mayor referencia: 
“Artículo 22. Todo tratamiento de datos personales que efectúe el responsable deberá estar justificado por finalidades concretas, lícitas, explícitas y legítimas, relacionadas con las atribuciones que la normatividad aplicable les confiera. 
Artículo 38. Con independencia del tipo de sistema y base de datos en el que se encuentren los datos personales o el tipo de tratamiento que se efectúe, el responsable adoptará, establecerá, mantendrá y documentará las medidas de seguridad administrativas, físicas y técnicas para garantizar la integridad, confidencialidad y disponibilidad de los datos personales, a través de controles y acciones que eviten su daño, alteración, pérdida, destrucción, o el uso, transferencia, acceso o cualquier tratamiento no autorizado o ilícito, de conformidad con lo dispuesto en los lineamientos que al efecto se expidan.” 
De este modo, en armonía entre los principios constitucionales de máxima publicidad y de protección de datos personales, la Ley de la materia permite la elaboración de versiones públicas en las que se suprima aquella información relacionada con la vida privada de los particulares toda vez que ésta tiene por objeto proteger datos personales, entendiéndose por tales, aquéllos que hacen identificable a una persona. 
Lo anterior es así, en virtud de que toda la información relativa a una persona física o jurídico colectiva que le pueda hacer identificada o identificable constituye un dato personal en términos del artículo 4, fracción XI de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios; por consiguiente, se trata de información confidencial que debe ser protegida por EL SUJETO OBLIGADO, por lo que, todo dato personal susceptible de clasificación debe ser protegido.
La finalidad de la versión pública es salvaguardar la vida, integridad, seguridad, patrimonio y privacidad de las personas; de tal manera que, todo aquello que no tenga por objeto proteger lo anterior, es susceptible de ser entregado. En otras palabras, la protección de datos personales es una derivación del derecho a la intimidad.
Asimismo, es importante señalar que dicha clasificación se tiene que efectuar mediante la forma y formalidades que la ley de la materia impone; es decir, mediante acuerdo debidamente fundado y motivado de su Comité de Transparencia, en términos de los artículos 49, fracción VIII y 132, fracciones II y III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, así como los numerales Segundo, fracción XVIII,  y del Cuarto al Décimo Primero de los Lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de Versiones Públicas, que literalmente expresan:
Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios
“Artículo 49. Los Comités de Transparencia tendrán las siguientes atribuciones:
VIII. Aprobar, modificar o revocar la clasificación de la información;
Artículo 132. La clasificación de la información se llevará a cabo en el momento en que:
I. Se reciba una solicitud de acceso a la información;
II. Se determine mediante resolución de autoridad competente; o
III. Se generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia previstas en esta Ley.”

“Segundo. - Para efectos de los presentes Lineamientos Generales, se entenderá por:
XVIII.  Versión pública: El documento a partir del que se otorga acceso a la información, en el que se testan partes o secciones clasificadas, indicando el contenido de éstas de manera genérica, fundando y motivando la reserva o confidencialidad, a través de la resolución que para tal efecto emita el Comité de Transparencia.
Lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información
Cuarto. Para clasificar la información como reservada o confidencial, de manera total o parcial, el titular del área del sujeto obligado deberá atender lo dispuesto por el Título Sexto de la Ley General, en relación con las disposiciones contenidas en los presentes lineamientos, así como en aquellas disposiciones legales aplicables a la materia en el ámbito de sus respectivas competencias, en tanto estas últimas no contravengan lo dispuesto en la Ley General.
Los sujetos obligados deberán aplicar, de manera estricta, las excepciones al derecho de acceso a la información y sólo podrán invocarlas cuando acrediten su procedencia.
Quinto. La carga de la prueba para justificar toda negativa de acceso a la información, por actualizarse cualquiera de los supuestos de clasificación previstos en la Ley General, la Ley Federal y leyes estatales, corresponderá a los sujetos obligados, por lo que deberán fundar y motivar debidamente la clasificación de la información ante una solicitud de acceso o al momento en que generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia, observando lo dispuesto en la Ley General y las demás disposiciones aplicables en la materia.
Sexto. Se deroga.
Séptimo. La clasificación de la información se llevará a cabo en el momento en que:
I.        Se reciba una solicitud de acceso a la información;
II.       Se determine mediante resolución del Comité de Transparencia, el órgano garante competente, o en cumplimiento a una sentencia del Poder Judicial; o
III.      Se generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia previstas en la Ley General, la Ley Federal y las correspondientes de las entidades federativas.
Los titulares de las áreas deberán revisar la información requerida al momento de la recepción de una solicitud de acceso, para verificar, conforme a su naturaleza, si encuadra en una causal de reserva o de confidencialidad. 
Octavo. Para fundar la clasificación de la información se debe señalar el artículo, fracción, inciso, párrafo o numeral de la ley o tratado internacional suscrito por el Estado mexicano que expresamente le otorga el carácter de reservada o confidencial.
Para motivar la clasificación se deberán señalar las razones o circunstancias especiales que lo llevaron a concluir que el caso particular se ajusta al supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento.
En caso de referirse a información reservada, la motivación de la clasificación deberá comprender el análisis de la prueba del daño a que hace referencia el artículo 104 de la Ley General, en relación con el artículo trigésimo tercero de los presentes lineamientos, así como las circunstancias que justifican el establecimiento de determinado plazo de reserva. 
Noveno. En los casos en que se solicite un documento o expediente que contenga partes o secciones clasificadas, los titulares de las áreas deberán elaborar una versión pública fundando y motivando la clasificación de las partes o secciones que se testen, siguiendo los procedimientos establecidos en el Capítulo IX de los presentes lineamientos.
Décimo. Los titulares de las áreas, deberán tener conocimiento y llevar un registro del personal que, por la naturaleza de sus atribuciones, tenga acceso a los documentos clasificados. Asimismo, deberán asegurarse de que dicho personal cuente con los conocimientos técnicos y legales que le permitan manejar adecuadamente la información clasificada, en los términos de la Ley General de Archivo, Lineamientos para la Organización y Conservación de Archivos y demás normatividad aplicable.
En ausencia de los titulares de las áreas, la información será clasificada o desclasificada por la persona que lo supla, en términos de la normativa que rija la actuación del sujeto obligado.
Décimo primero. En el intercambio de información entre sujetos obligados para el ejercicio de sus atribuciones, los documentos que se encuentren clasificados deberán llevar la leyenda correspondiente de conformidad con lo dispuesto en el Capítulo VIII de los presentes lineamientos.”
Consecuentemente, se destaca que la versión pública que elabore EL SUJETO OBLIGADO debe cumplir con las formalidades exigidas en la Ley, por lo que para tal efecto emitirá el Acuerdo del Comité de Transparencia en términos de los artículos 122 y 124 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, con el cual sustentará la clasificación de datos y con ello la “versión pública” de los documentos materia de la solicitud, ya que de no hacerlo implica que lo entregado no es legal ni formalmente una versión pública, sino más bien una documentación ilegible, incompleta o tachada; pues no se señalan las razones por las que no se aprecian determinados datos -ya sea porque se testan o suprimen- lo cual deja al solicitante en estado de incertidumbre, al no conocer o comprender porque no aparecen en la documentación respectiva, es decir, si no se exponen de manera puntual las razones, se estaría violentando desde un inicio el derecho de acceso a la información del solicitante.
Es importante señalar que, para el caso en concreto, se deben tomar en consideración los siguientes criterios respecto a la información que debe ser, o no, clasificada como confidencial:
· Registro Federal de Contribuyentes
· Clave Única de Registro de Población
· Cuentas Bancarias y claves interbancarias
· Datos de identificación del representante o apoderado legal.

Debe considerarse que tiene carácter de confidencial el Registro Federal de Contribuyentes (RFC) que no sean de proveedores, cuenta bancaria, la Clave Única de Registro de Población (CURP), domicilio particular, teléfono particular, el nombre de las personas físicas que no tengan la calidad de servidor público o aquellos que no reciban recursos públicos, entre otros considerados como datos personales en términos de la normatividad aplicable.

Lo anterior es compartido por el entonces Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI), conforme al criterio 004/2021, el cual es del tenor literal siguiente:

“Registro Federal de Contribuyentes (RFC) de personas físicas proveedores o contratistas.
El RFC de contratistas o proveedores de sujetos obligados debe ser público, ya que, al tratarse de personas relacionadas con contrataciones públicas, su difusión favorece la transparencia con la que deben administrarse los recursos públicos, en términos del artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.” [Sic]

Así, el RFC se vincula al nombre de su titular, permite identificar la edad de la persona, su fecha de nacimiento, así como su homoclave, la cual es única e irrepetible y determina justamente la identificación de dicha persona para efectos fiscales, por lo éste constituye un dato personal que concierne a una persona física identificada e identificable.

En cuanto a la Clave Única de Registro de Población (CURP) en virtud de que éste se integra por datos personales que únicamente le conciernen a un particular como son su fecha de nacimiento, su nombre, sus apellidos y su lugar de nacimiento; información que permite distinguirlo del resto de los habitantes, se considera que es de carácter confidencial.

Argumento que es compartido por el entonces Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, conforme al criterio número 18/17 el cual refiere: 
“CLAVE ÚNICA DE REGISTRO DE POBLACIÓN (CURP).
La Clave Única de Registro de Población se integra por datos personales que sólo conciernen al particular titular de la misma, como lo son su nombre, apellidos, fecha de nacimiento, lugar de nacimiento y sexo. Dichos datos, constituyen información que distingue plenamente a una persona física del resto de los habitantes del país, por lo que la CURP está considerada como información confidencial” [Sic]

Por cuanto hace a las cuentas bancarias y claves interbancarias es de precisar que dicha información es información confidencial únicamente; por lo que, concierne a los particulares, y no así del SUJETO OBLIGADO, toda vez que su publicidad abona a la transparencia y a la rendición de cuentas.

En este sentido, es importante precisar que de acuerdo al criterio 11/17 emitido por el INAI, las cuentas bancarias y/o clave interbancaria de los Sujetos Obligados es información de carácter público. 
“Cuentas bancarias y/o CLABE interbancaria de sujetos obligados que reciben y/o transfieren recursos públicos, son información pública. La difusión de las cuentas bancarias y claves interbancarias pertenecientes a un sujeto obligado favorece la rendición de cuentas al transparentar la forma en que se administran los recursos públicos, razón por la cual no pueden considerarse como información clasificada. 

Caso contrario a los particulares, como lo refiere el criterio 10/17 emitido por el INAI, que es del tenor literal siguiente:

Cuentas bancarias y/o CLABE interbancaria de personas físicas y morales privadas. El número de cuenta bancaria y/o CLABE interbancaria de particulares es información confidencial, al tratarse de un conjunto de caracteres numéricos utilizados por los grupos financieros para identificar las cuentas de sus clientes, a través de los cuales se puede acceder a información relacionada con su patrimonio y realizar diversas transacciones; por tanto, constituye información clasificada con fundamento en los artículos 116 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y 113 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

Respecto del nombre de las personas físicas o los representantes legales de las personas morales, en su calidad de proveedores, contratistas o prestadores de servicios, y la firma y rúbrica de estos, que reciban recursos públicos, los Sujetos Obligados tienen el deber de difundir toda aquella información relativa a los montos y las personas a quienes entreguen, por cualquier motivo, recursos públicos, así como los informes que dichas personas entreguen sobre el uso y destino de dichos recursos, motivo por el cual los datos del representante legal de la persona moral a quien se le hayan otorgado recursos públicos  no conservan el carácter de confidencial y por tanto no deben ser testados.

Argumentación que guarda sustento en lo estipulado por el artículo 23 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios en su penúltimo párrafo, mismo que es del tenor literal siguiente:

“Artículo 23. (…)
Los sujetos obligados deberán hacer pública toda aquella información relativa a los montos y las personas a quienes entreguen, por cualquier motivo, recursos públicos, así como los informes que dichas personas les entreguen sobre el uso y destino de dichos recursos.”
Asimismo, resulta aplicable el contenido del criterio de interpretación 01/19 emitido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información, y Protección de Datos Personales, INAI, que lleva por rubro y texto los siguientes
“Datos de identificación del representante o apoderado legal. Naturaleza jurídica. El nombre, la firma y la rúbrica de una persona física, que actúe como representante o apoderado legal de un tercero que haya celebrado un acto jurídico, con algún sujeto obligado, es información pública, en razón de que tales datos fueron proporcionados con el objeto de expresar el consentimiento obligacional del tercero y otorgar validez a dicho instrumento jurídico.”

[bookmark: _Toc215742372]e) Conclusión
En razón de lo anteriormente expuesto, este Instituto estima que las razones o motivos de inconformidad hechos valer por LA PARTE RECURRENTE devienen fundadas y suficientes para REVOCAR las respuestas del SUJETO OBLIGADO y ordenarle haga entrega de la información materia de la solicitud.
Así, con fundamento en lo establecido en los artículos 5, párrafos trigésimo noveno, cuadragésimo, cuadragésimo primero, fracciones IV y V, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; y en los artículos 2, fracción II, 9, 29, 36, fracciones I y II, 176, 178, 179, 186 y 188 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, este Pleno:
[bookmark: _41mghml][bookmark: _Toc215742373]RESUELVE
PRIMERO. Se REVOCAN las respuestas entregadas por el SUJETO OBLIGADO en las solicitudes de información 00530/SF/IP/2025 y 00532/SF/IP/2025, por resultar FUNDADAS las razones o motivos de inconformidad hechos valer por LA PARTE RECURRENTE en los Recursos de Revisión 09522/INFOEM/IP/RR/2025 y 09523/INFOEM/IP/RR/2025, en términos del considerando SEGUNDO de la presente Resolución.

SEGUNDO. Se ORDENA al SUJETO OBLIGADO, a efecto de que, entregue a través del SAIMEX, de ser procedente en versión pública, de lo siguiente:

Los soportes documentales de los pagos efectuados mediante cheque o transferencia electrónica de la Oficialía Mayor y de la Consejería Jurídica, correspondientes al presupuesto de egresos del ejercicio fiscal 2024.

De ser necesarias las versiones públicas, se deberá entregar el Acuerdo del Comité de Transparencia mediante el cual se apruebe la clasificación de información, en términos del artículo 49, fracción VIII de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios. 

TERCERO. Notifíquese vía Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) la presente resolución al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado, para que conforme al artículo 186 último párrafo, 189 segundo párrafo y 194 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de diez días hábiles, e informe a este Instituto en un plazo de tres días hábiles siguientes sobre el cumplimiento dado a la presente y, se le apercibe que en caso de negarse a cumplir la presente resolución o hacerlo de manera parcial, se le impondrá una medida de apremio de conformidad con lo previsto en los artículos 198, 200, fracción III; 214, 215 y 216 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

CUARTO. Notifíquese a LA PARTE RECURRENTE la presente resolución vía Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX).

QUINTO. Hágase del conocimiento a LA PARTE RECURRENTE que, de conformidad con lo establecido en el artículo 196 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, podrá impugnar la presente resolución vía Juicio de Amparo en los términos de las leyes aplicables.

SEXTO. De conformidad con el artículo 198 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, el SUJETO OBLIGADO podrá solicitar una ampliación de plazo de manera fundada y motivada, para el cumplimiento de la presente resolución.

ASÍ LO RESUELVE, POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS, MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA, SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ, LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA, EN LA CUADRAGÉSIMA CUARTA SESIÓN ORDINARIA, CELEBRADA EL DIEZ DE DICIEMBRE DE DOS MIL VEINTICINCO, ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO, ALEXIS TAPIA RAMÍREZ.
SCMM/AGZ/DEMF/PAG
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. Derivado de dicha solicitud, el Sistema de Acceso a la Informacién Mexiquense
(SAIMEX) le asigno el expediente 00532/SF/IP/2025.
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ANTECEDENTES

El veintitrés de junio de dos mil veinticinco, se presentd a través del Sistema de Acceso
ala Informacién Pablica Mexiquense (SAIMEX) la solicitud de acceso a la informacién
publica, mediante la cual se requiere lo siguiente:

“solicito copia simple digitalizada a traves del sistema electropnico saimex de los/
comprobantes de pago realizados mediante transferencia electronica y cheque con recurso:
del presupuesto de egresos del afio 2024 de la CONSEJERIA JURIDICA.” (Sic)
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Vigésimo Cuarto. De conformidad con el articulo 113, fraccion VI de la Ley General, podrd
considerarse como reservadia, aquella informacion que obstruya las actividades de verificacion,
inspeccion y auditorfa relativas al cumplimiento de las leyes, cuando se actualicen los
siguientes elementos:

1 La existencia de un procedimiento de verificacion del cumplimiento de las leyes;
#1. Que el procedimiento se encuentre en tramite;

1M1 La vinculacisn directa con las actividades que realiza la autoridad en el procedimiento de
verificacion del cumplimiento de fas leyes, y

V. Que la difusicn de fa informacicn impida u obstaculice las actividades de inspeccicn,
supervision o vigilancia que realicen las autoridades en el procedimiento de verificacion del
cumplimiento de las leyes.
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Fundamento: “..articulos 3, fracciones IX, XIV, XX, XXIV; XXXll 43, fraccion VI, 53, fraccion
V, 132, fraccion |, y 140, fracciones V numeral 1, y X de la Ley de Transparencia y Acceso a Ia
Informacion Publica del Estado de México y Municipios, asi como el numerales Vigésimo
Cuarto y Vigésimo Quinto de los Lineamientos Generales en Materia de Clasificacion y
Desclasificacion de la Informacion, asi como para la elaboracion de Versiones Publicas,
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Argumentos: | servidora publica habilitada de la Contaduria General Gubernamental, a
través del oficio ntmero 20704002040000L/180/2025, senalé lo siguiente: “. £n este
contexto, los expedientes donde obra cada uno de los pagos, motivo de la presente solicitud, son
generados por el Sujeto Obligado a través de sus unidades administrativas, como lo son, la unidad
Ejecutora del Gasto, la Contaduria General Gubernamentaly la Caja General de Gobierno, las cuales
estan obligadas a conservar la documentacién mediante los principios establecidos en el articulo 5
fracciones Il y il de Iz Ley General de Archivos, el cual establece:

Articulo 5. Los sujetos obligados que refiere esta Ley se regirén por los siguientes
principios:

4 Procedencia: Conservar n _de cada fondo documental produci

suletos obligades. para distinguirlo de otros fondos semejantes y respetar el orden
internc series documentales en. rrollo de su actividad institucional:
Integridad: Garan: que los documentos de archivo sean comy (oS y vers

ra reflejar con exactitud la informacion tenida;

vi

Atendiendo a los principios establecidos en el articulado anteriormente mencionado, la
conservacién del expediente donde obra cada uno de los 52,661 pagos requeridos en la solicitud
contienen los siguientes documentos;

Oficio de solicitud de pagos diversos, signado por la unidad ejecutor del gasto.
Comprobante de pago (factura, recibo, estimacion, comprobante diversos).

Contra recibo emitido por Caja General de Gobierno por cada uno de los conceptos de pago!
Transferencia bancaria o SPEI (Sistemna de Pago Electronico Interbancario), efectuado por
Caja General de Gobierno con la institucion crediticia.

At~

Por o que tomando en consideracion los cuatro documentos que como minimo integran cada
expediente, se tiene un universo de informacion, aproximado de 210,644 documentos, esto sin
considerar que pudiera exceder por el numero de conceptos de pago derivados de una adquisicion
de un bien o de un servicio, el cual solo puede ser determinado, segun la necesidad de cada Unidad
Administrativa.

£s importante precisar que I suma de la documentacién requerida, obra en el archivo contable
gubernamental de esta Contadurfa, tal y como Jo establece el articulo 345 en concordancia con el
articulo 346 del Codigo Financiero del Estado de México y Municipios, que a Ia letra dice:




image8.png
Fraccion I La divulgacion de I informacion representa un riesgo real, demostrable e
identificable del perjuicio significativo al interés publico o a Ia seguridad publica.

Con fundamento en el articulo 108 de la Constitucion Politica de los Estados Unidos Mexicanos, Jos
servidores publicos serén responsables por los actos u omisiones en que incurran en el desemperio
de sus respectivas funciones; también lo serdn por violaciones a la propia Constitucion y a las leyes,
asi como por el manejo y aplicacion indebida de fondos y recursos. publicos.

Es importante precisar que la suma de la documentacion requerida, obra en el archivo contable
gubernamental de esta Contadluria, tal y como Jo establece el articulo 345 en concordancia con ef
articulo 346 del Codigo Financiero del Estado de México.y Municipios, que a la letra dice

Articulo 345.- Las Dependencias y sus unidades administrativas; deberdn
conservar la documentacion contable del ario en curso.y la de ejercicios anteriores,

cuyas cuentas publicas hayan sido revisadas y fiscalizadas.y Ia remitirén al Archivo
Contable Gubernamental en un plazo que no excedera de seis meses. Tratandose

de los comprobantes fiscales digitales, estos deberdn estar agregades en forma
electrénica a cada poliza de registro contable. Los poderes Legislativo y Judicial, los
Organismos Autdnomos y las Entidades Pablicas, de acuerdo con su naturaleza

Jurfdica y segun corresponds, deberén conservar la documentacion contable del ﬂ
ario en curso y la de ejercicios anteriores, cuyas cuentas publicas hayan sido
revisadas  fiscalizadas, en sus propios Archivos Contables. Tratandose de los /
comprobantes fiscales digitales, estos deberdn estar agregados en forma
electronica a cada poliza de registro contable. £/ plazo serialado en este articulo
empezara a contar a partir de fa publicacion en el Periddico Oficial, del decreto
correspondente.

Articulo 346.- La documentacion contable original o en formato electronico que
ampare inversiones en activo fjo de las Dependencias y sus unidades
administrativas, deberd conservarse en el Archivo_Contable Gubernamental, ’
‘hasta que se den de baja los activos que dicha informacion respalda. Asimismo,
1a documentacion contable original o en formato electrénico correspondiente a os
Ppoderes Legislativo y Judicial, Jos Organismos Autdnomos y 1as Entidades Publicas




image9.png
de acuerdo con su naturaleza juridica y segun corresponda, que ampare
inversiones en activo fjo deberd conservarse en sus propios Archivos Contables,
hasta que se den de baja los activos que dicha informacion respalds.

por otro lado, si bien es cierto que la entrega de los documentos requeridos mediante la solicitud de
informacion que nos ocupa, tutela el derecho de acceso a la informacidn del solicitante, también lo
es, que traténdose de aquellos que obran en expedientes de auditoria derivado de actos de
fiscalizacion, en tanto no hayan concluido todas las etapas del procedimiento (ejecucion y
seguimiento) a fin determinar I posible comision de faltas administrativas por los servidores
pablicos involucrados, su difusion pudiera causar un dario, afectar o vulnerar el desarrollo de la
auditoria en su etapa de ejecucion y seguimiento.

En consecuencia, el riesqo de perjuicio en comento rebasa el interés relativo a la entrega de /2
informacicn; de ahi que los documentos que se encuentran auditando deban reservarse.

Fraccidn . El riesgo de perjuicio que supondria la divulgacion supera el interés publico general
de que se difunds.

Ahora bien, de entregar de forma parcial o total de la documentacion, que estd siendo fiscalizada
or parte de Entes Fiscalizadores, ocasionaria un riesgo inminente al interés juridico tutelado por fa
causal de reserva invocada, ya que se pondria directamente en riesgo con la entrega de la
informacion que forma parte de las auditorias, la etapa de ejecucion y seguimiento del
procedimiento de fiscalizacion, pues al dar a conocer de forma anticipada la informacion pudiera
emitirse un juicio que no corresponderia estrictamente con el propdsito de las auditorias,
inspecciones o acompariamientos al no encontrarse reunida totalmente Ia informacion, lo que
evitarla que el auditor vigile el estricto cumplimiento y apego de las disposiciones juridico-
administrativas del rea auditad.

En relacion a lo anterior, en la Contaduria General Gubernamental se encuentran en proceso 40
auditorias del ejercicio fiscal 2024, notificadas mediante oficio, en el cual se establecen los siguientes
datos: Ente Fiscalizador, numero de auditor/a, inspeccion y/o acompariamiento y programa o fondo ,
en proceso de fiscalizacion, como a continuacion se especifica: /

Relacién de rdenes de auditorias, inspecciones o acompaliamientos del ejercicio fiscal za,# ‘

Namerode | 77 Focha
No. | Ente auditoria, | PO | programa/ s de
Fiscalizador | inspeceidno | g de | Fondo oficio
acompariamiento
Audliora Fondo G 7
7 /s;’pe LD 850 Auditoria :{:g s | AEGF10282/2025 f*"zbn';?
Federacién Educativay
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Por o que se debe restringir el acceso a la misma durante el periodo que dure la revision por 0s
diferentes £ntes Fiscalizadores mencionados, ya que de hacerse publica la informacisn requerida
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en la solicitud en comento, podiria ocasionar un perjuicio al obstruir las actividades de fiscalizacion,
verificacion, inspeccion y comprobacion.

Fraccion Ill. La limitacién se adecta al principio de proporcionalidad y representa el medio
menos restrictivo disponible representa el medio menos restrictivo disponible para evitar el
Pperjuicio.

De entregar de forma parcial o total la documentacion requerida en las 40 auditorias del ejercicio
fiscal 2024, ocasionaria un riesgo inminente al interés juridico tutelado por la causal de reserva
invocadsa, ya que se pondria directamente en riesgo con fa entrega de la informacion que forman
parte de las auditorias, la etapa de ejecucion y seguimiento del procedimiento de fiscalizacion, pues
al darla a conocer de forma anticipada, pudiera emitirse un juicio que no corresponderia
estrictamente con el propdsito de las auditorias, al no encontrarse reunida totalmente, lo que
evitaria que el auditor vigile el estricto cumplimiento y apego de las disposiciones juridicas-
administrativas del drea auditada.

Porlo que se concluye que la opcion adecuada y proporcional para la proteccion del interés publico,
Ia cual interfiere lo menos posible en el jercicio efectivo del derecho de acceso a fa informacion, es
Ia reserva total de documentos que estén siendo auditados de manera permanente, en virtud de
que de estos; no se ha emitido la determinacion correspondiente y por tanto, no han quedado
firmes, pues los mismos se encuentran en proceso de ejecucidn y en etapa de seguimiento, lo que
significa que estdn en proceso.

De ahi que, a la fecha, no ha sido concluida la etapa de ejecucion y seguimiento del procedimiento
de fiscalizacion, por lo que no existe una decision definitiva que acredite que dicho proceso ha
llegado a su fin.

Acreditacién de modo, tiempo y lugar del dafio.

Modo. La entrega de la informacion afectaria directamente las actividades de fiscalizacion de las 40
auditorias iniciadas por los diferentes Entes Fiscalizadores, tanto Federales como Estatales 4
coma: Auditoria Superior de la Federacion, Secretaria Anticorrupcion y Buen Gobierno y Organo
Superior de Fiscalizacion del Estado de México; s/ como, Inspecciones realizadas por la Secretaria
e la Contraloria y Acompanamientos del Organo Interno de Control de la Secretaria de Finanzas;
como quedan establecidas en la relacion antes mencionads, ya que de entregar /a informacion
solicitada, podia implicar que obstruya las actividades de verificacicn de auditorias, inspecciones o
acompariamientos de referencia en un periodo indefinido; toda vez que el registro contable del
‘efecto patrimonial y presupuestal de las operaciones financieras se efectua sobre base acumulativa,
para facilitar su fiscalizacion, taly como lo establece el articulo 343 del Codigo Financiero del Estado
de Meéxico y Municipios, que a Ia letra seala:

Articulo 343.- El sistema de contabilidad debe diseriarse sobre base acumulativa total y operarse
‘on forma que facilite la fiscalizacion de los activos, pasivos, ingresos, egresos y, en general, que
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posibilite medir la eficacia del gasto publico, y contener las medidas de control interno que.
permitan verificar el registro de Ia totalidad de las operaciones financieras. £l sistema de
ilic i se sustentard en las normas emitidas por el Consejo

Nacional de Armonizacion Contable.

Tiempo. La vulneracion juridica por la entrega de la informacion serfa instantdnes, desde el
rmomento mismo en que se conceda el acceso a la misma; toda vez que al entregar fa informacion
entorpecerian las actividades de verificacion, inspeccion, comprobacion y auditoria de las 40
revisiones iniciadas por los diferentes Entes Fiscalizadores Federales y Estatales, de acuerdo con el
articulo 140 fraccion V, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Informacion Pdblica del Estado de
México y Municipios, que a la letra indlica:

Articulo 160. £ acceso a Ia informacicn publica serd restringido excepcionalmente, cuando
por razones de interés publico, ésta sea clasilicada como reservada, conforme a los criterios
siguientes:

V. Aquella cuya divulgacion obstruya o pueds causar un serio perjuicio a:
Las actividades de fiscalizacién, verificacion, inspeccion, comprobacion y
auditoria sobre el cumplimiento de las Leyes;

Lugar de dafio. £/ dario se configuraria en el Estado de México, mbito territorial en el cual ejerce
sus atribuciones, facultades y funciones la Contaduria General Gubernamentaly que el menascabo
0 dafo que pueda producirse con la publicidad de Ia informacion es mayor que el interés de
conocerlay por consiguiente debe clasificarse como reservada, por un periodo de 12 meses, toda vez
que el registro contable se llevara con base acumulativa para reflejar de manera consolidada fa
situacion financiera del Sujeto Obligado, la cual como ha quedado expuesto anteriormente se
encuentra audiitada, hasta en tanto no se emitan los informes de resultados...”(Sic)
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UNICO.-  Con fundamento en lo establecido en el articulo 125 de la Ley de Transparencia,
se clasifica como informacisn reservada por el periodo de 12 meses, o hasta queden
firmes los comprobantes de pago realizados mediante transferencia electrénica
¥ cheque con recursos del presupuesto de egresos del afio dos mil veinticuatro
de la Consejeria Juridica fiscalizados en las auditorias, inspecciones o
acompafiamientos nimeros 850, 847, 844, 849, B4S, B46, 848, 854, 842, 855, 852,
843, 856, 851, 857, 853, A PROCESO-001-014-2025, A PROCESO-006-061-2025,
ACF-139, CF-138, 235-0113-2025, 126-0102-2025, 126-0100-2024, 126-0121-2025, 126-
0174-2025, 126-0179-2025, 126-0204-2025, 126-0215-2025, 126-0236-2025, 126-0251-
2025, 126-0260-2025, 126-0318-2025, 126-0336-2025, 126-0358-2025, 126-0364-
2025, 126-0367-2025, 126-0395-2025, 126-0457-2025, 126-0558-2025 y 126-0557-
2025, documentacién requerida en la solicitud de informacion publica namero
00532/SF/IP/2025.
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INTEGRANTE SUPLENTE DEL COMITE DE RANTE SUPLENTE DEL COMITE

TRANSPARENCIA EN REPRESENTACION DE TRANSPARENCIA EN
DEL RESPONSABLE DEL AREA| REPRESENTACION DEL TITULAR DEL
COORDINADORA DE ARCHIVOS GRGANO INTERNO DE CONTROL

LA PRESENTE HOJA DE FIRMAS FORMA PARTE DE LA RESOLUCION CT-2025:142, EMITIDA POR LOS INTEGRANTES DEL
COMITE DE TRANSPARENCIA DE LA SECRETARIA DE FINANZAS, EL DIEZ DE JULIO DE DOS MIL VEINTICINCO.
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Juridica fiscalizados en las auditorias, inspecciones o acompaiiamientos numeros 850,
847, 844, 849, 845, 846, 848, 854, 842, 855, 852, 843, 856, 85, 857, 853, A PROCESO-001-
014-2025, A PROCESO-006-061-2025, ACF-139, CF-138, 235-0113-2025, 126-0102-2025, 126~
0100-2024, 126-0121-2025, 126-0174-2025, 126-0179-2025, 126-0204-2025, 126-0215-2025,
126-0236-2025, 126-0251-2025, 126-0260-2025, 126-0318-2025, 126-0336-2025, 126-0358-
2025, 126-0364-2025, 126-0367-2025, 126-0395-2025, 126-0457-2025, 126-0558-2025 y 126~
0557-2025, se actualiza una causal de reserva que de manera parcial impediria el acceso a





image2.jpeg
o s s sy




image1.jpg
o s s sy




